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También en relacidén con esta disposicién adicinnal
cuarta, hay que plantearse hasta qué punto tiene justificacién
su condicién de norma basica, habida cuenta de que, como hemos
visto, una de las caracteristicas que definen este tipo de
normas es su caracter general, Ademds, y como pone de
manifiesto PRATS, si tenemos en cuenta la escasa, por no decir
nula, consistencia histérica de la comarca como ente local en
Catalufia, resulta bastante evidente "la falta de fundamento de
la disposicién adicional cuarta de la Ley 7/1.985, pues querer
fundamentar en una historia (que, al parecer, se desconoce)
una potestad singular de creacién de administraciones locales
comarcales no deja de ser un comportamiento rayano en la
arbitrariedad sancionada por el articule 9.3 de la

Constitucidén® (B3),

voo/vv. ¥y estima también que la exigencia de que el Parlamento
apruebe por mayoria absoluta la divisioén comarcal, si necesita
obviar eventuales vetos municipales o provinclales, supone una
injerencia de la Ley al régimen parlamentario de Catalufia.
Ello no obstante, la Generalidad no impugnaria estos preceptos

de la Ley basica.

(63) Joan Prats, "La comarca", pagina 801. Por su parte,
Entrena Cuesta, a la vista del articulo 42 y de la
disposicién adicional segunda de la Ley reguladora de las
bases del régimen local, entiende que la regulacién de la
comarca en lYa Ley bésica "es de dudosa constitucionalidad,
porque aunque mediante la disposicién adicional (cuarta) ...
se dificulta que la oposicién municipal pueda constituir un
obstaculo para la implantacién de la ordenacién territorial
prevista en el Estatuto, lo clerto es que el mecanismo que
establece s6lo podria funcionar si "impidiese de forma parcial
0 minoritaria® 1la organizacién comarcal del conjunto del
territorio. Por esto, si 18 oposicién municipal fuese

mayoritaria, podria pensarse en 1a'imposibilidad ...... Jovea,
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Ademas de regular, en el marco de 1o expuesto, el
procedimiento y requisitos para la creacién de las cowarcas,
las leyes autonémicas también han de regular la composicién y
funcionamiento de sus érganos de gobierno, asi como sus
competencias y recursos y su naturaleza juridica, indicandn en
ecte punto qué potestades y privilegios de los atribuidns por
el articulo 4 de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen
Local a municipios y provincias les seradn también de
aplicacién., Todos estos extremos pueden ser libremente
regulados por la Ley autonémica, salvando las dos limitacinmes

siguientes.

En primer lugar, los érganos de goblerno de las comarcas
han de ser, ecegin el articulo 42.3, representativos de ln=s
ayuntamientos que agrupen. Con ello quiere decirse ohviamente
que la representatividad de la comarca es de segundo gradn, nn
cupiendo la posible eleccién directa de los titulares de sus
6rganos de gobierno. Dicho ésto, lo que también es cierto es
que teoricamente existen infinidad de posibles mecanismns
electorales que pueden permitir hacer efectiva esta
representacién de los ayuntamientos en los érganos comarcales,
sin que, légicamente, este requisito exija la presencia de
representantes de todos y cada uno de los ayuntamientos en el

goblerno comarcal.

En segundo lugar, hay que tener presente, a la hora de
difinir las competencias comarcales, lo que establece el
articulo 42.4 de la Ley basica, en el sentido de que "la

creacién de las comarcas no podrd suponer la pérdida por los

«v./... préactica de aplicacién del Estatuto: cosa que con toda
evidencia conduciria a un resultado contrario a las exigencilas
de la sumisién del legislador ordinario al blogue de la
constitucionalidad® (L'organitzacis territorial®, paginas 211
y 212>,
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municipios de la competencia para prestar los eervicios
enumerados en el articulo 26, ni privar a los mismos de toda
iptervencién en cada una de las materias enumeradas en el
apartado dos del articulo 25%. En otras palabras: no se pueden
asignar a las comarcas las obligacliones municipales minimas
previstas en el articulo 26 de la Ley reguladora de las bases
del régimen local -~-que, de este modo, se convierten en
competencias municipales garantizadas por la legislaciéen
basica, al menos frente a la comarca—, ni fampoco las comarcas
pueden impedir que los municipios sigan teniendo intereses
propios en todas y cada una de las materias en relacién con
las cuales el articulo 25 estima que la legislaclén sectorial

respectiva les ha de atribuir competencias.

Esta altima limitacién, tal vez comprensible desde el
punto de vista de la necesidad de garantizar que la creacién
de comarcas no se traduzca en un virtual vaciado de
competencias municipales, resulta sin embargo poco congruente
con una jurisprudencia constitucional, que ya conocemos, segan
la cual de la institucién de nuevos niveles de administracioén
territorial, ha de derivarse légicamente la redistribucién de
las competencias de los antes existentes (54), aunque también
es clerto que la sola previsién de estas cautelas supone la
implicita admisién de la necesidad de esta redistribucién
(55,

(54) En este sentido, por ejemplo, la Sentencia del Tribunal
Constitucional n® 32, de 28 de Julio de 1.981, fundamento
Juridico 392. También analiza con rigor esta cuestién el
Dictamen del Consejo Consultivo de la Generalitat n® 88/1.085,
ya citado, fundamento juridico XIII.

(85) También lo sefiala Antoni Bayona, "Descentralizacién y

desconcentracién ...", pagina 149.
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Ademds, tal comp estéd formulada, esta limitacién de
atribuir a la comarca determinadas competencias municipales,
impide virtualmente llenarla de contenido competencial (66).
Por otra parte, no deja de pecar de falta de légica que se
impida atribuir a una entidad -la comarca- que se define cnmn
agrupacién de municipios, competencias ptablicas que ni son
atribuidas en calidad de tales a los municipios -lo son como
gbligaciones~, y en relacién con las cuales el articulo 26 de
la Ley basica establece que deberadn ser prestadas por los
mnunicipios, por si o asociados. Ademas, esta garantia
competencial de los municipios frente a la comarca no opera,
como veremos seguldamente, ante el area metropolitana, con lo
cual mAs que una garantia de la integridad competencial de inm
municipios, mhs bien es una limitacién de las posibles
compatencias comarcales., A pesar de todo, la letra de la Ley
es de una claridad meridiana, y hemos de entender que nada
obsta, en términos de constitucionalidad, a que la Ley basica
pueda definir un ambito minimo de competencias municipales, a

modo de garantia competencial ante las posibles comarcas (B7).

(B6) Asi lo entendié la Generalidad, y por ello impugné este
precepto ante el Tribunal Constitucional, aunque éste no
advirtié en él motivo alguno de inconstitucinnalidad

(Sentencia de 21 de diciembre de 1.989,

(587> Asi lo entiende el fundamento Jjuridico décimotercero de
la Sentencia del Tribupal Constitucional de 21 de diciembre de
1.989, segin el cual "el articulo 42.4 de la Ley reguladora de
las Bases del régimen local marca un limite infranqueable a la
redistribucién de competencias que, como consecuencia de la
creacién de comarcas, puedan llevar a cabo las comunidades
auténomas. Esa limitacién no es ‘injustificada, ni carente de
legitimidad, sino manifestacién, uha vez mAs, del contenido
minimo que a la institucién municipal corresponde en todo

caso, y ello como exigencia de la garantia de autonomia".

- 855 -




El articulo 43 de la Ley 7/1.985 se refiere a las areas
metropolitanas, a regular y establecer también por las
comunidades auténomas, en base & lo dispuesto en sus Estatutos
y en el marco de la legislacién basica de régimen local, que
ectablece unos condlcionantes minimos, bastante distintos a

1os estudiados en relacién con la comarca.

En primer lugar, advertimos que el articulo 43 de la Ley
reguladora de las bases del régimen local hace un evidente
esfuerzo de definicién de lo que cabe entender por A4area
metropaolitana: "son entidades locales integradas por los
unicipios de grandes aglomeraciones urbanas entre cuyos
ntclenos de poblacién existan vinculaciones econdémicas ¥
soclales que hagan necesaria la planificacién conjunta y la
coordinacién de determinados servicios y obras". Un concepto
bastante mAs explicito que el de comarca del articulo 42, ¥y
del que cabe retener principalmente dos notas; por una parte,
que el area metropolitanma es una entidad local, y por otra,
que 1lo que la justifica es la necesldad de planificar y
coordinar serviclos, mas que la de gestionar directamente =

prestacién, que era una de las finalidades de la comarca.

En segundo lugar, no se reconoce a los municipios, ni
tampocao a las provincias, la posibilidad de impediar 1la
congtitucién de un Area metropolitana, mediante su oposicién a
la misma. La Onica intervencién de municiplos o provinclas que
prevé el articulo 43.1 es que para crear, madificar o suprimir
un area metropolitana es'necesario dar antes audiencia a los
ayuntamientos y diputaciones afectados y a la Administracién
del Estado, pero los informes que las citadas instituclones

emitan en este tramite no tienen caradcter vinculante,

En tercer lugar, el articulp 43.3 establece que en los
érganos de goblerno y administracisén del Area metropolitana
han de estar representados todos los municipios que la

componen. Es decir, se exige una representacién directa de
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cada uno de los municiplos en la institucién metropolitana,
representacién que proviene precisamente de los municipios, v
no de los ayuntamientos, como era el caso de las comarcas. En
consecuencla, cabe perfectamente en el marco de este precepto
tanto una elecclén directa, como indirecta de los érganos
metropolitanos, slempre que se ocumpla el requisito de

representar a todos y cada uno de los municipios del area.

En cuarto lugar, 1la Ley autonémica también debers
respetar determinados requisitos a la hora de regular el
régimen econémico y de funcionamiento del Ares. En cuanto al
régimen econémico, se deberéd asegurar que las aportaciones de
los diversos municipios se distribuyan segin criterios de
justicia, concepto sin duda sumamente Amplio, pero que llegado
el caso puede ser concretable mediante la téctica de los

conceptos juridicos indeterminados,

En relacién con el régimen de funcionamiento, se debera
garantizar la participacién de todos los municipios en la toma
de decisiones, requisito éste que tampnco se exige en relacisn
con las comarcas. No se prevé ninguna limitacién acerca de las
posibles competencias metropolitanas, de modo que en este caso
no serd vigente la cautela estableclida en el articulo 42.4, en
el sentido de que las obligaclones municipales minimas no
pueden ser atribuidas a la competencia comarcal; como ya se ha
comentado en paginas anteriores, esta garantia de integridad
competencial de los municiplos frente a la comarca, no opera

en relacién con el Area metropolitana.

Por 1o demas, la Ley autonémica puede regular
discrecionalmente los demis aspectos del régimen de las 4reas
metropolitanas, incluida su naturaleza juridica vy las
potestades de que iran investidas. Aunque es légico pensar que
un area metropolitana, por definicidn, debe ser una entidad
territorial, nada en la Ley reguladora de la bases del régimen

local impide que tenga carécter funcional,
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Finalmente, 1la legislaciéen basica de régimen local
también contiene algunos criterios relativos a las entidades
1ocales de ambito territorial inferior al municipio (articulo
45) y a las mancomunidades de municipios (articulo 44),
remitiéndose su  regulacién acabada a la  legislacién

autonémica.
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5,- [EN RELACION CON LAS HACIENDAS LOCALES

La viabilidad efectiva de un modelo diferencial de
administracién local en Catalufia dependerd en gran medida de
l1a capacidad que tenga la Generalidad de incidir en 1la
determinacién de los recursos de los distintos entes locales,
El establecimiento de una nueva planta de administracién local
pasa por poder redistribuir entre 1los nuevos niveles
administrativos las competencias que venian ostentando los
niveles tradicionales de administracién local, vy esta
operacién sélo tendra pleno sentido si va acompafiada también
de una paralela redistribucién de los recursos econdémicos
(58), Veamos hasta qué punto el sistema de competencias sobre
las haclendas locales permite a la Generalidad incidir en 1a
determinacion de los ingresos de las entidades locales de

Catalufia,

(88) En palabras de Antonl Bayona, "en la medida que el
volumen de los recursos econémicos de que se dote cada entidad
ha de ser coherente con el volumen de los serviclos a prestar,
es, pues, evidente que cualquier modificacién del régimen
competencial deberd tener efecto en el régimen econémicon, ya
que ambos aspectos van indisolublemente unidos ... La potestad
de alteracién del régimen competencial ha de traer inherente
la de poder adecuar a la nueva situaclén el sistema de
recursos econémicos, asi como tamblén, para cltar otros
ejemplos, el de personal o medios materiales afectados a los
servicios objeto de modificacién" ("L'organitzaclé territorial

de Catalunya: marc juridic i propoétes", pagina 23).

- 859 -




a) E1l marco constitucional

El articulo 133 de la Constitucién, tras disponer que la
potestad originaria para establecer los tributos corresponde
exclusivamente al Estado, medlante Ley, afirma en su apartado
gegundo que "las Comunidades Auténomas y las Corporaciones
Locales podran establecer y exigir tributos, de acuerdo con la
Constitucién y las Leyes". En base a la existencia de esta
potestad tributaria local, el articulo 142 prevé que las
haciendas 1localez se nutran fundamentalmente de +tributos
propios, aparte de participar en 1los del Estado y las
comunidades auténomas. Este 0ltimo articulo ademds proclama la

suficiencia financlera de las haciendas locales,

Por de pronto, hay en el articulo 133 de la Constitucién
un reconocimiento de la potestad local para establecer vy
exlgir tributos, coberente con el principio de autonomia que
ya hemns estudiado. Ahora bién, esta potestad ldcal no es
ilimitada, sino que sélo puede ejercerse en el marco de la
reserva a favor de la Ley estatal, que =1 apartado primero de
este mismo articulo exige para el establecimiento originario

de los tributos,

El Tribunal Constitucional ha tenido ocasién de precisar
el alcance que cabe dar, respectivamente, a la reserva de Ley
estatal y a la potestad tributaria local; merece la pena, en
este sentido, transcribir las siguientes consideraciones: "si
bien respecto de los tribuios propiocs de los municipios esta
reserva no deberd extenderse hasta un punto tal en el que se
prive a los mismos de cualquier intervencién en la ordenacién
del tributo o en su exigencia para el propio Aambito
territorial, tampoco podré el legislador abdicar de toda
regulacién directa en el Ambito parcial que asi le reserve la
Constitucién (articulo 133.1 y zf .,. Las leyes reclamadas por
la Constitucién en este Gltimo precepto no son, por lo que a

las Corporaciones Locales se refiere, meramente habilitadoras
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para el ejercicio de una potestad tributaria, que
originariamente sélo corresponde al Estado. Son también leyes
ordenadoras -siquiera de modo parcia}, en mérita de 1la
autonomia de los municipios- de laos tributos asi calificados
de "locales", porque la Constitucién encomienda aqui al
legislador no s6lo el reconocer un ambito de autonomia al ente
territorial, sino también garantizar la reserva legal que ella

misma establece, en su articulo 31.1" (59),

En resumen, el reconocimiento de la potestad local de
establecer y exigir tributos no obsta que el ejercicio de esta
potestad por parte de las corporaciones interesadas sélo sea

posible en el marco de una Ley que lo regule positivamente.

Conviene plantear en este punto, aunque sea muy
brevemente, sl la ley que regule la potestad tributaria local,
y a la cual se refiere el articulo 133.2 de la Constitucién,
ha de ser una ley estatal o puede ser autombdmica. Clertamente
que el establecimlento originario de los tributos corresponde
a la ley estatal, pero no esta <claro que también haya de

corresponderle necesariamente la regulacién de cada tributo,

El articulc 149,1.14 de la Constituclén define de la
exclusiva competencla del Estado la "Hacienda general y deuda
del Estado"; comviene interrogarnos sobre hasta qué punto este
enunciado reserva al Estado también la regulaciéon de la

hacienda lacal, o bien, por el contrario, en este tema es

(59) Sentencia del Tribunal Constituclonal de 17 de febrero de
1,087, resolviendo una cuestién de inconstitucionalidad
planteada en relaclén con el establecimiento de un recargo
sobre el Impuesto para la Renta por parte del Ayuntamiento de
Jerez de la Frontera, en base a la Ley de medidas urgentes de

saneamiento y regulacién de las haciendas locales.
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asimismo de aplicacién el esquema bases estatales - desarrollo

autonémico del articulo 149.1.18 de la Constitucién.

Es claramente partidario de esta segunda opcidén FERREIRO
LAPATZA: “"la Constitucién no prohibe evidentemente a las
Comunidades Auténomas legislar sobre esta materia <(hacienda
iocal), ni la reserva expresamenie ni de manera exclusiva al
Estado. Por el contrario, la Constitucidédn reserva al Estado,
de manera exclusiva, Unicamente las bases del régimen local",
en cuyo marco varios estatutos de autonomia se han reservado

oompetencias'de desarrollo (60).

Pero esta intefpretacién no parece ser compartida por la
jurisprudencia constitucional, que por el contrario encuentira
titulo competencial a favor del Estado en el articulo 149.1.14
de la Constiltucién, para que éste intervenga en la regulacién,
y no s6la en el nivel basica, de las haclendas locales. Asi,
al enjuiciar la constitucionalidad de la Ley de medidas
urgentes de saneamiento y regulacién de las haciendas locales,
el Tribunal Constitucional estima que "es clerto, sin duda,
que cuando, usando de su competencia en materia de Hacienda

General, el Estado regula cuestiones referentes a la

(60) J.J. Ferreiro Lapatza, "El marc constituclonal de les
hisendes locals", ©pagina 31. Este  mismo autor ("lLa
financiacién de las entidadee locales en Catalufia®, pagina
37), tras explicar cémo en base a los articulos 148 y 149 de
la Constitucién puede haber dos niveles de competencias
autonémicas en materia de régimen local, aflade: "el régimen de
ingresos y gastos de las corporaciones locales no ezcapa a las
reglas generales de competencia que acabamos de enunciar. En
ungs casos, el Estado sélo podra establecer las bases de dicho
régimen, correspondiendo a las comunidades auténomas su
desarrollo legislativo. En otros, el Estado deberd también

proceder a tal desarrolla".
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Administracién Local, no puede desconocer la delimitacién
competencial que respecto de ella existe entre el propio
Estado y algunas Comunidades Auténomas. Si para esos fines
hacendisticos ha de introducir modificaciones en el régimen
juridico de esa administracién, deberéd hacerlo de modo tal que
no se imposiblilite al ejercicio de la facultad comunitaria de

dictar las normas de detalle® (B1).

Obsérvese que la Jurisprudencia constitucional citada
admite claramente que, en base al articulo 149.1.14 de la
Constitucidén, 1la Ley estatal puede entrar a regular las
haciendas locales, y la referencia que hace a la necesidad de
que esta Ley respete la dialéctica bases estatales -
desarrollo autonémico se justifica expresamente en el supuesto
de que, para regular la hacienda, la ley incide en cuestiones
de régimen juridico, y es s6lo en relacién a estas cuestiones,
y no para las que no tengan esta condicién, que se exige que
la legislacién estatal sea basica, y deje espacio para las

leyes autonémicas de desarrollo.

En consecuencia, en 1la regulacién de la materia
"Haclendas locales" 1la Ley del Estado no tilene parqué
limitarse a las bases, a diferencla de lo que sucede con la
legislacién estatal de régimen local. Otras dos
consideraciones abundan en este sentido: por una parte, la
interpretacién que cabe dar al contenido del concepto "régimen

Juridico de la administracién local", que ya hemos visto que

(61) Sentencia del Tribunal Constitucional n2 179/1.985, de 19
de diciembre, resolviendo diversos recursos de
inconstitucionalidad acumulados, en relacién con la Ley
24/1,983, de 21 de diciembre, de medidas urgentes de
saneamiento y regulacién de 1aé haciendas locales, fundamento

Juridico 1e.
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excluye los aspectos financieros de las corporaciones locales.
La segunda consideracién nos remite a la solucién dada por la
jurisprudencia constitucional a la titularidad estatal plena
de la legislaclén sobre régimen electoral general, y que

analizaremos en el proximo apartada.

Tanto en el caso del régimen electoral, como de la
hacienda, los articulos 81 y 149.1.14 de la Constitucién
reservan, respectivamente, a la Ley Orgénica y al Estado la
regulacién de su dimensién “general”. Como veremos en relacién
con el régimen electoral, y segin la Jjurisprudencia del
Tribunal Constitucional, este adjetivo hace referencia al
"Estado en su conjunto y en el de las entidades territoriales
en que se organiza a tenor del articulo 137 de la
Constitucién, salvo las excepciones que se hallen establecidas

en la Constituclién y en los Estatutos" (62).

Parece légico, dada la comentadaa identidad entre los
titulos competenciales sefialados, que este mismo criterio se
aplique para determinar el ambito de la legislacléon financiera
estatal, que puede llegar asi a regular de forma coumpleta la
hacienda de municipios y provincias, aunque no la de las demas
entidades locales. Cosa distinta seria si los Estatutos de
Autonomia reservaran para las respectivas Comunidades un nivel
de competencia especifico en la regulacién de su hacienda
local, mas alld del genérico desarrollo de las bases del
régimen local. Pero no es éste el caso de Catalufla, como

tendremos ocasién de comprobar.

Debemos concluir, pues, en que la Constitucién permite al
Estado un desarrollo completo del sistema tributario de

minicipios y provincias, si bien en lo relativo al régimen

(62) Sentencia del Tribunal Constitucional de 16 de mayo de

1,983, fundamento juridico tercero.
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juridico—finanoiero, deberd limitarse al nivel de las bases.
De hecha, éste es el planteamiento que asume la Ley 39/1,088,
de 28 de diciembre, reguladora de las haciendas locales, cuyo
articulo primero establece que "“tienen la consideracién de
bases del régimen Juridico-financlero de la administracién
1ocal, dictadas al amparo del articulo 149.1.18 de la
Constitucién, los preceptos contenidos en la presente Ley,
salvo los que regulen el sistema tributario lecal, dictados en
virtud de lo dispuesto en el articulo 133 de la Constitucién
... y los que desarrollan las participaciones en los tributos
del GEstado a que se reflere el articulo 142 de 1la
Constitucién; todo ello sin perjuicio de las competencias

exclusivas que corresponden al Estado en virtud de lo

dispuesto en el articulo 149.1.14 de la Constitucien" (63).
b) Las previsiones del Estatuto de autonomia de Catalufia
relativas a las haciendas lacales

Aparte de la genérica prevision del articulo 9.8 -que,

como hemos visto, sélo es aplicable a los aspectos de réegimen

(63) En su exposicién de motivos, esta misma Ley se califica
de complementaria de la reguladora de las Bases del régimen
local, lo cual "impone que los preceptos de esta Ley disfruten
de la misma naturaleza que la de los que la Ley 7/1.985 dedica
a la regulacién de las haciendas locales, los cuales son, a su
vez, consecuencla de la delimitacién competencial llevada a
cabo para esta materia por la Constitucién. Por ello, dichos
preceptos son de aplicacién en todo el territorio nacional,
blen por tratarse de normas basicas dictadas al amparc del
articulo 149.1,.18 de la Constitucién, bien por tratarse de
normas relativas a materias de la competencla exclusiva del
Estado, segin resulta de los articulos 133 y 142,

respactivamente, de la Constitucidén®.
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juridico de las haclendas locales-, el Estatuto de autonomia
de Catalufla atribuye a la Generalidad competencias en materia
de haciendas locales, en su articulo 48. Su primer apartado
establece que “"corresponde a la Generalidad 1la tutela
financiera sobre los entes lacales respetando la autonomia que
a los mismos reconocen los arficulos 140 y 142 de la
Constitucién y de acuerdo con el articulo ©.8 del Estatuto".
En sus dos primeros parrafos, el articulo 48.2 del Estatuto se
refiere a la posible colaboraclén de la Generalidad en la
gestién de los tributos locales, cuya titularidad se reconoce
a favor de las respectivas entldades, y prevé también la
posible colaboracién del Estado, en los términos de una Ley
esctatal. Finalmente, el 0ltimo parrafo de este apartado 22 del
articulo 48 dispone que "los ingresos de los entes locales de
Catalufia consistentes en participaciones en ingresos ectatales
y en subvenclones incondicionadas, se percibiran a través de
la Generalidad, que 1los distribuiréd de acuerdo con los
criterios legales que se establezcan para las referidas

participaciones".

Analicemos por separado cada una de las tres grandes
cuestiones que plantea este articulo: competencias de la
Generalidad en materia de tutela financiera sobre los entes
locales, colaboracién de la Generalidad en la gestién de los
tributos locales y competencias de 1la Generalidad en 1la
distribucién entre los entes locales de Catalufia de su

participacién en los Presupuestos Generales del Estado.

Lo primero que cabe advertir en relacién con el articulo
48.1 es que la competencia en materia de tutela flnanciera que
se atribuye a la Generalidad es una competencia de naturaleza
meramente ejecutiva, practicamente de gestién., Efectivamente,
este precepto no habla de regular la tutela funanclera, sino
del ejercicin de la misma, cuestién ésta que es propia de la

actividad administrativa, en ningtn caso de la legislativa.
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Pero aun con estas limitaciones formales, conviene
interrogarnos sobre el alcance real de esta funcién que se

encomienda a la Generalidad.

Ciertamente, en el marco de la legislaclén de régimen
local que estaba vigente al promulgarse el Estatuto de
Autonomia de Catalufla, las atribuciones que tenia la
Administracién del Estado en materia de tutela financiera
sobre los entes locales eran significativas, incluyendo 1la
autorizaclén de las operaciones de endeudamlento, y la
resolucién de reclamasciones contra acuerdos locales de
naturaleza econémica, mediante los Tribunales Econémico
Administrativos, entre otros. Sin embargo, a partir de la Ley
reguladora de las bases del régimen local, que elimina por
completo la practica totalidad de tutelas de cualquier indole
sobre la administracién local, la competencia que atribuye a
la Generalidad el articulo 43.1 del Estatuto citado puede ser

casl vacia de contenido.

Practicamente los dnicos supuestos de tutela filnanciera
sobre los entes locales que contempla la legislacién vigente
son los relativos a la autorizacién de operaciones de crédito
y de avales (64), siempre y cuando su cuantia sxceda del cinco
por ciento del presupuesto de la entidad local de que se
trate, o sea un crédito destinado a financiar obras o
servicios incluidos en los planes provinciales. El Tribunal
Constitucional ha tenido ocasién de afirmar que en estos casos
corresponde efectivaménte a la Generalidad, en base al

articulo 48.1 del Estatuto de Autonomia, autorizar las

(62) Articulos 424 y siguientes del Texto Refundido de la
legislacién vigente en materia de régimen local y articuleo 54

de la Ley 39/1.988, reguladora de las haclendas locales.
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operaciones correspondientes (65).

Sin embargo, =1 las operaciones de crédito o avales a
autorizar, hacen que la carga financiera anual de la entidad
jocal supere los limites establecidos por el Estado, entonces
el ejerclcioc de la tutela financlera, entiende 1la
jurisprudencia constitucional, ya no corresponde a la
Generalidad, sino al Estado, en base a los titulos
competenciales que otorgan al mismo los apartados 11 y 13 del
articulo 149.1 de 1la Constitucién, relativos al sistema
monetario y a las bases y coordinacién de la planificaciaen

general de la actividad econémica (66). De este modo, el

(65) En este sentido, la Sentancia del Tribunal
Constitucional 56/1,983, de 28 de junio, que resuelve a favor
de la Generalidad un conflicto de competencias planteado por
la misma contra una resolucién del Mianilsterio de Haclenda, que
autorizaba un aval del Ayuntamiento de Sabadell a favor de un

concesionaric suyo, ,

(66) La Sentencia del Tribunal Constitucional 57/1.083, de 28
de Junio, resolviendo un conflicto de competencias planteado
por la Generalidad de Catalufia 2n relacldn con una Resolucidn
de 27 de enero de 1.982, de 1la Direcclién General de
Coordinacién con las Haclendas Territoriales, del Ministerio
de Hacienda, sobre las competencias de la Administracién del
Estado para autorizar operaciones de crédito de las
corporaciones locales, estima gue la competencia controvertida
es estatal, a pesar del articulo 48.2 del Estatuto de
Autonomia de Catalufla, cuando con la operacién que se pretende
concertar, se exceden los nilveles de carga financlera
autorizados por el Estado (fundamento Juridico segundo).
También se prontncia implicitamente en este mismo sentido la

Sentencia citada en la nota anterior.
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margen real de competencias de la Generalidad en base al

articulo 48.1 del Estatuto es sumamente exiguo.

La segunda parte de este mismo articulo hace referencia a
la gestién de 1los tributos proplos de las corporaciones
lpcales. Por una parte, se atribuye a la “"competencia de los
entes locales de Catalufia la gestién, recaudacion, liquidacién
e inspeccién de los tributos propilos que les atribuyan la
leyes, sin perjulcio de la delegaclién que puedan otorgar para
estas facultades a favor de la Generalidad". Realmente, no hay
aqui asignacién de competencias a favor de la Generalidad,
sino de los entes locales de Catalufia (67), y la previsién de
que éstos puedan delegar en aquélla estas facultades esté

totalmente fuera de lugar, ademids de innecesaria.

Por su parte, el segundo parrafo del articulec 48.2
dispone que "mediante Ley del Estado se establecera el sistema
de colaboracion de los entes locales, de la Generalidad y del
Estado para la gestién, liquidacién, recaudacién e inspeccién
de aquellos tributos que se determinen". Aqui, realmente, mas
que atribuir competencias a la Generalidad, 1o que hace el
Estatuto de Autonomia es asignarlas al Estado, pues de no ser
por este precepto dificilmente se podria permitir vincular por
ley estatal a la Generalidad para que colaborara con el Estado
en temas de gestién tributaria. No hay pues en esta segunda
parte del articulo 48 el mis remoto nivel de asignacién de

competencias a favor de la Generalidad.

(67) Por cierto, se trata de competenclas locales mis
significativas incluso que las que reconoceria en este tema
mAs adelante la propia Ley reguiadpra de las bases del régimen
local, e incluso la Ley reguladora de las haciendas locales, y
que en la practica nunca han sido ejercidas plenamente por los

municipios, al impedirlo virtualmente la normativa del Estado.



Queda por ver el alcance de lo dispuesto en el altimo
parrafo del articulo 48.2 del Estatuto de Autonomia, relativn
a la intervencién de la Gemeralidad en la distribucién entre
105 entes locales de Catalufia de su participacién en los
Presupuestos Generales del Estado. e trata de una cuestiéen
de la mayor importancia préctica, habida cuenta de la gran
trasoéndenoia econdémica que tienen estas participaciones en la

financiacién de los entes locales.

Este ©precepto admite dos niveles muy distintos de
interpretacién: el de entender que la intervencién de la
Generalidad es meramente mecanica, limitandose a entregar a
cada entidad local la cantidad que le indique el MNinisterio de
Hacienda, en aplicacién de los ocrifterios de distribhucién
previstos en las Leyes de Presupuestos Generales del Estado, o
bien el de considerar que ha de corresponder a la Generalidad
un papel de mayor relevancia, pudiendo concretamente
introducir criterios propios para la distribuclén de estas

participaciones.

La practica de los Gltimos afios responde enteramente a la
primera interpretacién: los Presupuestos Generales del FEstadn
de cada ejercicio concretan el montante de la participacién de
los entes locales en los mismos, establecen los criterios,
matemdticamente estrictos, para su distribucién y disponen en
qué plazos debe hacerse efectiva; el MNinisterio de Hacienda
aplica los criterios de la Ley de Presupuestos y edlta los
correspondientes listadué, que concretan la cantidad que
corresponde a cada entidad local; el mismo Ministerio envia
trimestralmente a la Generalidad de Catalufia el listado
correspondiente a las entidades locales de su territorio,
Junto con la suma de las participaciones a que tienen derecho;
a las pocas horas, la Genefali@ad transfiere a cada ente
local, con cargo a la partida que le ha enviado el Ministerio
de Hacienda, la candidad que le corresponde segin el listado

facilitado por el propio Ministerio. Se trata, por lo tanto,
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PDT’ parte de la Generalidad, de una actividad puramente
rutinaria y de caracter mecanico, mas que del ejercicio de una

auténtica competencia pablica.

Hay quien pretende dar a este texto una interpretacién
sensiblemente diferente, de manera que se reconozcan a favor
de 1la Generalidad competencias proplas para determinar
realmente los criterios de esta distribucién, “"puesto que
cuando se dice que la Generalidad distribuird los ingresos
citados, ba de entenderse que distribulr comporta algo mAs que
el acto mecédnico de canalizar y que, de alguna forma, supone
la posibilidad de optar entre las distintas distribuciones
posibles" (68). Esta posicién, que reclama el reconocimiento a
tfavor de la Generalidad de potestades para poder contribuir a
determinar los  criterios de  distribucién de ectasg
participaciones, es sostenida, ademAs de por CASTELLS, por
J.J. FERREIRD (69), asi como por el Consejo consultivo de la
Generalidad de Catalufia (70). En contra, cabe citar a ROMA

(68> Antoni Castells, "La hisenda local en 1'Estat de les

autonomies", pagina 390.

(69) “Tal atribucién (la del articulo 48.2 del Estatuto de
autonomia de Catalufla a favor de la Generalidad, para
distribuir entre los entes locales su participacién en los
impuestos del Estado) carece de sentido si la distribucién de
fondos viene fijada en todos sus pormenores por el Estado.
S6lo adquiere sentido si la comunidad auténoma asume también
en este punto las competencias estatales de acuerdo con el
esquema general de competencias autonémicas que antes hemos
desarrollado", que no es otro que el del binomio bases
estatales/desarrollo legislativo autonémico ("La financiacién

de las entidades locales en Cataluﬁé"L pagina 44).

{70) En este sentido, su dictamen nimero 84, de 21 de ..../...
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KIRO (71), MARTIN QUERALT (72) y JOAQUIN TOREOS, insistiendo

../.,. enpero de 1,985, previo a la interposicién de recurso
de inconstitucionalidad en relacién con la Ley 50/1.984, de 30

de diciembre, de Presupuestos generales del Estado para el afio

1.985.

7L '"Cualquier participacién que se establezca en los
impuestos estatales, asi como en los lingresos de las
provincias y municipios, debe estar amparada en una norma
estatal, puesto que, si blen la Generalidad tiene competencia
exclusiva en régimen local, las bases de dicho régimen son de
competencia exclusiva del Estado. Por ello, cualquier
modificacién del destinatario de las participaciones en los
ingresos estatales por parte de la Generalidad debe realizarse
de conformidad con 1o previsto en dichas bases, A este
respecto es precliso sefialar que la legislacién basica del
Estado no prevé ningin tipo de participacién" ("La comarca en
las leyes de organizacién territorial de Catalufia", pagina

176 .

(72 En un Dictamen sobre el articulo 410 del Texto refundido
de la legislacién de régimen local, elaborado por encargo de
la Diputacién de Barcelona, llega a la sigulente conclusién:
"Al Estado, de acuerdo con el titulo competencial del articulo
149.1.14, directamente relacionado con los articulos 138 y
149.1.13 de la Constitucién y 2.1.b) de la Ley orgénica de
financiacién de las comunidades auténomas, le corresponde
fijar los criterios distributivos de las participaciones de
los entes locales en los ingresos del Estado, siendo una
opcién del legislador estatal el utilizar criterios que
atiendan individual y especialmente a caracteristicas propias
de las vprovinclas, o utilfzar criterios que tomen en
consideracién especificaciones de la comunidad catalana para

que por ésta se puedan distribuir las participaciones .../...
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especialmente este Gltimo autor en la necesidad de que los
criterios estatales sean basicos y que quepa la intervencién

de la Generalidad, fijando criterios adicionales de

distribucién (73).

El grado de intervencion de 1la Generalidad en esta
distribucién dependerd realmente de quien puede determinar los
veriterios legales", de acuerdo con los cuales, segin este
mismo articule 48 del Estatuto, se deberd realizar tal
distribucidn, El articulo 48.2 de nada sirve para determinar a
quien corresponde fijar estos criterios legales, puesto que lo
anico que hace este precepto es una atribucién de competencias
puramente administrativas: distribuir de acuerdo con los

criterios legales que sean de aplicacién (74).

/... entre las distintas provincias sobre 1la base de

criterios legales por ella misma fijados.

(73) En un dictamen sobre el articulo 410 del Texto refundido
de la legislacién de régimen local, elaborade por encargo de
la diputacién de Barcelona, sostiene la sigulente conclusién:
"81 las participaciones en tributos del Estado determinan, de
hecho, la realidad de la autonomia financiera del ente local
(suficiencia), y al Estado corresponde hacer realidad la

garantia institucional del ente provincial y fijar las bases
del régimen local, debe concluirse gque los principios basicos
de la distribucién de las participaciones antes mencionadas
corresponde al Estado. Al mismo tiempo, debe reconocerse que a
la comunidad auténoma corresponde al desarrollo de estas
bases, que deben permitir definir un modelo proplo de
administracién local respetando la garantia instituclonal de

los entes locales y las bases estatales”.

(74) En el mismo Dictamen cltado en la nota a ple de pagina

anterior, Joaquin Tornos considera que "de la lectura .../...,
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La fijacién de estos criterios legales corresponde al
legislador competente en materia de hacienda local, que, como
hemos visto, es el estatal. AdemAs, asi lo entiende 1la
jurisprudencia constitucional que, al resolver sendos recursos
interpuestos por la Generalidad de Catalufia y la Junta de
Galicia contra la Ley de Presupuestos Generales del Estado de
1.985, afirma que esta Ley viene a colmar la reserva de ley
recogida en el articulo 48,2 del Estatuto de autonomia de
Catalufia, y cuya legitimidad vendria avalada por “las
competencias estatales en materia de bases del régimen
juridico de las administraciones publicas y hacienda general
(articulos 149.1.18 y 14 de 1a Constitucién), ya que es
Justamente el apuntado caracter que reviste la participacién
de las entidades locales en los tributos del Estado en cuanto
garantia de su autonomia 1la que convierte aquella
participacién en garante del funcionamiento de la hacienda
local dentro del conjunto de 1la hacienda general vy, en

consecuencia, lo que la constituye en elemento basico de ésta®
(75) .

roo/oo. del articulo 48.2 del Estatuto de autonomia de
Catalufia no puede llegarse a ninguna conclusién definitiva.

Desgraciadamente los  términos del  precepto no son

"suficientemente claros" +++ Al establecer que la distribucién

se hard de acuerdo con "las criterios legales que se
establezcan" se hace una remisién ambigua a dos posibles
legisladores, que ademis podran  actuar en régimen de

exclusividad absoluta o de comparticién®,

(75) Sentencia del Tribunal Constitucional de 24 de mayo de
1,990, fundamento Juridico séptimo. En otro punto de este
miesmo fundamento, el Tribunal estima que el articulo 48.2 del
Estatuto de autonomia de Cataluﬁarnovatribuye a la Generalidad
"la fijacién de 1los criterios de distribucién de 1la

Participacién de los entes locales en los tributos del .../...
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A la luz de esta reciente deoctrina Jurisprudencial del
Tribunal Constituclonal, puede afirmarse que el articulo 48.2
del Estatuto de autonomia de Catalufia queda virtualmente vacio
de contenido. Valorado globalmente, es imposible sostener que
el citado articulo atribuya a la Generalidad de Catalufia algin
tipo de competencias significativas en materia de haciendas

locales; tan sé6lo le atribuye unas pocas funciones de caréacter

ejecutivo, y apenas ésto.

De este modo, las competencias de la Generalidad en
materia de haclendas locales se limitan, ademis del desarrollao
de las bases estatales en todo lo que se refiera al régimen
juridico financiero, y ademids de las de naturaleza
estrictamente ejecutiva que se derivan del articulo 48.2 del
Estatuto de autonomia, a la posible previsién de ingresos

adicionales a favor de los entes locales de Catalufia. Esta

.../... Estado, nil otra conclusién distinta puede deducirse de
la lectura de aquel precepto, pues éste aGnicamente prevé que
las entidades locales reciban dicha participacién a través de
su respectiva comunidad auténoma, reservando a la ley la
determinacién- de los criterios de distribucién. Es
precisamente el legislador estatal en este caso, ya que se
trata de fondos mediante los que se pretende posibilitar al
conjunto de las corporaciones locales y a cada una de ellas el
ejercicio de la autonomia constitucionalmente garantizada, a
quien incumbe, en Virfud de aquella reserva de ley, a través
de la actividad legislativa, dar efectividad a los principios
de suficiencia de las haclendas locales (articulo 142 de la
Constitucién) y de solidaridad y equilibrio territorial
(articulo 138 de la Constitucién), mediante la determinacién
de unos criterios homogéneos y uniformes de distribucién entre
los distintos entes locales de =u participacién en los

ingresos del Estadeo".
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disposicién por parte de la Generalidad de ingresos
adicionales a favor de los entes locales de Catalufia puede
ecstablecerse, formalmente, por diversas vias, como pueden ser
ias de instrumentar transferencias a 1ps entes locales con
cargo & los propios presupuestos de la Generalidad -
posibilidad ésta prevista genérica y formalmente en el
articulo 142 de la Constitucién, que establece que uno de los
ingresos de las haclendas locales es la participacién en los
tributos de las comunidades auténomas—, o las de establecer a
favor de los entes locales algin recargo o tributo, en el
marco de las competencias que en materia financiera atribuyen
a la Generalidad los articulos 44 y siguientes del Estatuto de
autonomia. En definitiva, y a nivel real, es escaso el margen
que tiene la Generalidad para alterar la estructura de

ingresos de los entes locales de Catalufia.

Es decir, aungque 1la Generalidad de Catalufla pueda
menipular el régimen de competenclas locales, minorando, por
ejemplo, las de municipios y provinclas a favor de las
comarcas, no puede, en cambio, reducir en absoluto los
ingresos que la legislacién y las transferencias del Estado
aseguran a ayuntamientos y diputaciones, Las Unicas
posibilidades que +tiene 1la Generalidad para adaptar los
recursos locales a la nueva planta de la administracién local
de Catalufla son los de disponer fuentes adicionales de
ingresos, para los nuevos entes. Es una capacidad muy limitada
sl lo que se pretende es una radical reforma de la estructura

de la administracién ldcal.



4.- EN RELACION CON EL REGIMEN ELECTORAL

Ya me he referido en apartados anteriores al hecho
de que el régimen electoral de municipios y provincias queda
fuera del concepto "régimen local®, en relacién con el cual la
Generalidad tiene competencias exclusivas, sélo limitadas por
las bases estatales. Ello es asi porque la regulacién del
nrégimen electoral general” ha de ser, segin el articulo 81 de
la Constitucién, objeto de Ley organica, 1o que implica
automaticamente su sustraccidn de la competencia autonémica,
dado que, segin la jurisprudencia constitucional, por "régimen
electoral general" hemos de entender "las normas electorales
validas para la generalidad de las Instituciones
representativas del Estado en su conjunto y en el de las
entidades territoriales en que se organlza a tenor del
articulo 137 de la Constituclén, salvo las excepciones que se

hallen estableclidas en la Constitucién o en los Estatutos®

(767,

Esta conclusién en su momento fue cuestionada por, entre
otros, la Generalidad de Catalufia. Aszi, en el tramite de
aprobacién de la Ley Orgénica 6/1.983, de 2 de marzo, de
modificacién de la Ley de eleccliones locales, la Generalidad
plantearia un recurso previo de inconstitucionalidad en
relacién con la misma. El Consejo Consultivo de 1la
Generalidad, en el Dictamen previo a la interposicién de este
recurso, deflende la ubicacién de la regulaciéon del régimen
electoral local en la legislacién de régimen local, en
relacién con la cual al Estado le corresponde sélo dictar las

bases, Este Dictamen entiende que la Constitucién no justifica

(76) Sentencia del Tribunal Constitucional de 16 de mayo de

1.983, fundamento juridico tercero.
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que la regulacién de las elecciones locales se haga por Ley
Organica, pues su articulo 81 aplica esta figura normativa a
1a regulacién del "régimen electoral general", y por general
habria que entender estatal; asi, la restrictividad con que
debe interpretarse el ambito propio de la Ley Orgaénica haria
improcedente una interpretacién extensiva de esta figura al

régimen electoral local (77).

Sin embargo, y como ya se ha dicho, el Tribunal
Cohstitucional se ha pronunciado claramente por la inclusién
en el concepto “régimen electoral general" de la regulacién de
las elecciones locales: "el articulo 140 de la Constitucién
(al igual que el articulo 68.1) reserva a la Ley el régimen de
las Elecciones locales en los aspectos que dice, Ley que por
la misma exigencla del articule 28.1 y la precisién que hace
el articulo 81.1, entendido en relacién con los articulos 68.1
y 140, ha de ser una Ley Orgédnica., Se reserva asi a la Ley -a
la Ley organica- el régimen electoral general, tanto de las
elecclones que tienen en los articulos 67 al 70 sus lineas
constitucionales, como de las elecclones que las tiepen en el
articulo 140 ... Las consideraciones expuestas apoyan el
criterio segin el cual no es estimable que lo relativo a
Elecciones locales deba ser excluido del é&mbito de una Ley
Organica", para formar parte de la materia "régimen local";
antes bien, integra el sector competencial "régimen electoral

general" (78).

(77) Dictamen del Consejo Consultivo de la Generaliltat nimero

41, de 22 de abril de 1,983,

(78) SBentencia del Tribunal Constitucional ndmero 38, de 16 de

mayo de 1,983, fundamento juridico segundn.

- 878 -



La expresién "régimen electoral general® no sélo incluye
la regulacién de las elecclones a diputados y senadores, sino
tamblén las que corresponden a las entidades territoriales en
que se organiza con carédcter general el Estado, excepto que en
1o Estatutos de Autonomia se prevean especlficidades propias
para la respectiva comunidad auténoma. Habida cuenta que el
Estatuto de autonomia de Catalufia no contiene ninguna
referencia especifica al régimen electoral de los entes
lopcales de Catalufia, a municipios y a provincias les es de
plena aplicacién la regulacién estatal, que es adoptada por
Ley organica, y que no tlene porqué limitarse a los aspectos
basicos de la materia, Esta interpretaclén es, ademas,

claramente asumida por la doctrina mas reciente (793,

De este modo, el régimen aplicable a las elecciones
municipales y provinciales en Catalufia es el establecido por
la Ley 39/1.978, de 17 de Jjulio, de elecciones locales,
parcialmente modificada por la Ley Organica 6/1.983, de 2 de
marzo; este régimen no deja virtualmente maArgen alguno para

que la Generalidad pueda desarrollarlo.

Para lo que si son competentes las comunidades auténomas
y particularmente la Generalidad, es para regular el régimen
electoral de aquellas entidades locales de caradcter especifico
que acuerden crear en su territorio, ademids de las existentes
a nivel general; en relacién a Catalufila, seria el caso de las

comarcas y de las areas metropolitanas.

(79) En este sentido, Luis Cosculluela, "“Las Elecclones

locales", paginas 693 y siguientes. También, Miguel Séanchez
Morén, "La distribucién de competencias ...", paglna 139 y

sigulentes,
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La Generalidad +tiene plenitud de competencias para
regular estas entidades, incluido su régimen electoral, en el
marco de las disposiciones estatutarias y de las normas
pbasicas ya estudiadas. Al no tratarse de entidades de caracter
genefal, no les es en absoluto aplicable la reserva en favor
de la Ley organica del articulo 81 de la Constitucién, para
la regulacién de su régimen electoral; asi se deduce

claramente, en sentido contrario, de la jurisprudencia citada.
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CAPITULO TERCERO

ASPECTOS GENERALES DE LA LEGISLACION CATALANA DE REGIMEN LOCAL
Y ORGANIZACION TERRITORIAL

1,— IHTRODUCCION

Ya hemos visto en paginas anteriores (786 y siguientes)
que los primeros trabajos de caracter legislativo que ce
plantea la Generalidad en relacién con la administracién local
de Catalufia estan condicionados por planteamientos de
organizacién territorial, y tienen por principal objetivo la
disolucidén, o por lo menos el vaclamiento, de las diputaciones
provinciales., Frustrada la iniclativa de la Ley 6/1.980, de
transferencia urgente y plena de las diputaciones catalanas a
la Generalidad, los titulares de la iniclativa legislativa
esperaran a conocer qué marco define la legislacién basica del
Estado, antes de impulsar nuevos proyectos legislativos en

materia de organizacién territorial,

A los pocos meses de promulgarse la Ley reguladora de las
bases del régimen local, el Consejo Ejecutiva de la
Generalidad da a conocer (diciembre de 1.985) una propuesta de
régimen local y organizaclén territorial, que es comunicada al
Parlamento a +titulo de "Documento de trabajo sobre la
organizacién territorial y el goblerno local de Catalufia" (1),

Yy én base a la cual iniclard sus trabajos la Ponencia

(1) Es=ts publicado en el Boletiﬁ Oficial del Parlamento de
Catalufia n2 110, de 30 de enero de 1.986, paginas 5.155 y

siguientes,
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parlamentaria que se constituye para elaborar la

correspondiente proposicién de Ley.

El citado "Documento" es, en realidad, un texto
articulado, con 332 articulos, que contienen el desarrollo
legislativo de las bases del vrégimen local y el
establecimiento de un esquemsa de organizacién territorial
pasado en el municiplo, en el restablecimiento de la divisién
comarcal de 1.936, en el mantenimiento en su minima expresién
de las diputaciones provinclales y en la supresién de la
Corporacién Metropolitana de Barcelona. Este Gltimo punto se
convertird en el centro del debate politico, de manera que los
demAs aspectos de la Ley quedan en un segundo plano de interés

27,

Ademias de este Documento, varios Grupos Parlamentarios
trasladarian a la Ponencla sus propuestas. Durante el mes de
diciembre de 1.985 vya se habia anticipado el Grupo
Parlamentario del Partido scocialista unificado de Catalufia,

que presenté una Proposicléon de Ley sobre organizacién

(2> En realidad, la extrema politizacién que alcanzo la
elaboracién de la legislacién catalana en materia de régimen
local y organizacién territorial, fue uno de sus principales
signos distintives. En palabras de Joaquin Tornos, la
aprobacién de la legislacién de organizacién territorial de
Catalufia "se produjo tras un breve pero intensoc debate, mas
politico que juridico, en el que también faltaron estudios y
analisis de las consecuencias que se derivaran de un cambio
profundo en la estructura del poder local en Catalufia. La
urgencia politica y un cilerto compromiso de raices
historicistas impusieron el ritmo" ("Prologo" a la edicién, en
catalan y castello, de la legiélacién sobre organizacién

territorial de Catalufia por la Editorial Tecnos (1.989).
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territorial y divisién administrativa de Catalufia (3). Se
trata también de un texto articulado, de sélo 22 articules, y
que se limita a los aspectos de organizacién territorial; sus
notas mas caracteristicas son las sigulentes: ausencia de
previsiones  para modificar la  organizacién municipal;
restablecimiento del Mapa comarcal de 1,936 y previsién de un
mecanismo de revisidén del nlsmo, en base a la iniclativa
local; previsién de la creacién de la "vegueria", por acuerdo
del Goblernao de la Generalidad, y sin tener naturaleza de
entidad local; ambigua referencla a poslbles soluciones
especificas para las realidades metropolitanas; y, finalmente,
previsién de la desaparicién de las cuatro diputaciones
provinciales, con la consigulente integracién en la

Generalidad de sus funclones, servicios y competencias.

Pocas semanas mas tarde presentaria su Proposicién de Ley
de goblerno local de Catalufia el Grupo Parlamentario Popular
(4); esta Proposiclén consta de 222 articulos, en un orden de
exposicién virtualmente igual al de la Ley reguladora de las
bases del reglmen local, y apenas introduce novedad alguna
respecto a la misma. El principal aspecto diferencilal de esta
propuesta es la defensa del wmantenimiento claro de la

diputacién provincial.

Finalmente, a principios de verano del mismo afio presenta
su Proposicién de Ley de organizacién territorial y régimen

local de Catalufia el Gfupo Socialista (B); se trata de un

(3) Boletin Oficial del Parlamento de Catalufia n2 106, de 23
de diciembre de 1.985, paginas 4.899 y siguilentes.

(4) Boletin Oficial del Parlamento de Catalufia n2 111, de 3 de
febrero de 1.986, paginas 5.233 y siguientes.

(B) Boletin Oficial del Parlamento de Catalufia n® 146, .../...
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texto de 343 articulos, que propone un modelo de organizacién
territorial basado en municipios y comarcas, preveyendo un
slstemna gradual de caracter estatutario para el
establecimiento de éstas; contempla también el mantenimiento
de la entidad local provincial, si blen apuesta por la
godificacién de la divisién provincilal, haciendo coincidir las
provincias con el minimo de cinco y el maximo de siete
regiones en que se debe estructurar la administracién de 1la
Generalidad; mantiene una entidad 1local para el area
metropolitana de Barcelona, preveyendo los mecanismos para su
adaptacién a la futura divisién comarcal; finalmente, esta
proposicién también desarrolla los diversos aspectos del

régimen local, en el marco de las bases estatales.

En septiembre de 1.986 el Grupo Parlamentario de
Convergencia 1 Unid presenta una propuesta, que tiene
practicamente el mismo contenido que el Documento del Consejo
Ejecutivo, pero con la novedad de proponer regular esta
materia no con una, sino con cuatro Proposiciones de Ley. La
mbs extensa de estas proposiciones (332 articulos) tiene por
objeto regular la organizacién municipal y el régimen local;
otra Proposicién tiene por objeto regular el régimen
provisional de las competenclas de las diputaclones (tiene 20
articulos); una tercera, de 45 articulos, estd referida a la
organizacién comarcal; finalmente, la otra Proposicién regula

la regién y las entidades metropolitanas de Barcelona.

La diferencia de contenido mas signlficativa de estas
propuestas respecto a la presentada en su dia por el Consejo
Ejecutivo de 1la Generalidad, se da en los dos puntos
siguientes: por una parte, la Proposicién de Ley reguladora
del  régimen provisional de las competencias de las

diputaciones incluye en su dispasicién adicional primera un

von/o. de 28 de julio de 1,986, paginas 7.046 y sigulentes.
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mandato para el proplo Parlamento de iniciar las gestiones
para ynir en una sola las cuatro provincias catalanas; por
gtra parte, la supresién de la Corporacién Metropolitana de
Barcelona se quiere compensar con la previsién de un ambito
regional metropolitano para el ejercicio de actividades de la
Generalidad de planificaclién y de coordinacién de servicios y
actividades de interés local, y con la creacién de dos nuevas
entidades locales metropolitanas, con el mismo ambito que la
Corporacién Metropolitana, pero sumamente especializadas vy,

1églcamente, de caracter funcional.

La particidén de lo que es un Gnico proyecto legislativo
en cuatro textos legales distintos es una técnica clertamente
poco recomendable desde una perspectiva de racionalidad (6),
pero que tendria su justificacién en las facilidades que
suponia para la bisqueda de acuerdos politicos parciales con
diversos grupos parlamentarios. Esta sera, como es sabido, la
forma que adoptard finalmente la Ilegislaciéen catalana en

materia de régimen local y organizacién territorial,

A partir de este momento, los trabajos parlamentarios se
aceleran sensiblemente, sin que, por otra parte, se
introduzcan demasiados cambios sustanclales a las propuestas
presentadas por el grupo mayoritario de la céAmara. La Ponencia

presenta en diciembre de 1.986 las oportunas Proposiclones de

(6) Alejandro Nieto, en un dictamen sobre las proposiciones de
Ley de régimen local de Catalufia y del régimen provisional de
las competencias de las diputaciones, pone de relieve lo
inapropiado de fragmentar la legislacién sobre organizacién
territorial de Catalufia en cuatro leyes, cuando precisamente
la  legislacién de régimen ‘lacal se bha caracterizado
histéricamente por su excesiva dispersién, lo que ha llevado a

menudo a la necesidad de elabrar textos refundidos.
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Ley (M la Comisién parlamentaria de Organizacién ¥
pdministracién de la Generalidad y Goblerno Local elabora los
correspondientes Dictamenes entre diciembre de 1.986 y enero
de 1.987 (8), y el Pleno del Parlamento los debate durante el
mes de abril de 1,987, Las cuatro leyes son promulgadas entre

los dias 4 y 15 de abril de 1.987.

a) Ley 5/1.987, de 4 de abril, del régimen provisional

de las competenclas de las diputaciones provinciales

Es una Ley que, como afirma su exposiciéon de motivos,
parte de la constatacién del rechazo que se tiene en Catalufia
de la divisién provincilal, y opta a favor de la coaversién de
Catalufla en provincia d4nica, estableciendo un régimen
provisional para las competencias de las diputaciones, a

aplicar mientras no se alcance este objetivo.

Ahora bien, incluso en relacién con este régimen
pravisional, el contenido de la Ley es muy escaso, pues la
efectividad de 1la redistribucién de las competencias
provinciales que la mlsma plantea, se remite a futuras leyes
sectoriales. En definitiva, esta Ley define un objetivo final
(la desaparicién de las diputaciones provinclales en Catalufia)
y otro que podriamos llamar interino (el gradual vaciado de
las competencias provinciales, en base a la legislacién

sectorial), y sefiala el procedimiento y los criterios

(7) Boletin Oficial del Parlamento de Cataluffia n® 168, de 19
de diciembre de 1.986.

(8) Boletin Oficial del Parlamento de Catalufia n® 178 y 180,
de 4 de febrero de 1.987 y de 13 de febrero de 1.987.
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generales para alcanzarlos (9).

e o i

(9) Segiun Antonl Bayona, la Ley de régimen provisional de las
competencias de las diputacions “muestra dos aspectos
diferenciados. Por una parte, un planteamiento estrictamente
politico, de nulo alcance juridico inmediato, en el que
continga latente la vieja controversia sobre la pervivencia de
la institucién provincial en Catalufia ... Plantea la opcién de
Catalufia provincia dnica ... Sin embargo, esa opcién no deja
de ser mwAs que un mero desideratum, ya dque su posible
concrecién dependeréd de la aprobacién por las Cortes generales
de una Ley organica de alteraclén de los limites provinciales
... En un plano de directa eflcacla juridica, la Ley 5/1.987
se plantea ... una vasta operacién de redistribucién de las
competencias de las diputaciones provinciales ... (que puede
ser en favor de la Generalidad o/y de las comarcas) ... La Ley
no determina directamente la redistribucién competencilal, eino
que sigue la técnica de habllitar el procesc que deberd ser
concluido a través de las leyes sectoriales"
("Descentralizacién y desconcentracién ...", paginas 158 y
159). También Alejandro Nieto pone de relieve el caracter
instrumental de esta Ley, al sefialar (comentandola en fase de
Proposicién) que la estrategia seguida con la misma “"es muy
habil, puesto que pospone buena parte de los problemas de
fondo y hace muy dificil pronunciarse sobre la
inconstitucionalidad de 1lo que aparentemente son simples
instrumentaciones legales para un futuro inmediato ... Las
Proposiciones de Ley catalanas nacen bajo el signo de la
provisionalidad. Son provisionales, y asi se declara
literalmente, porque constituyen un estadio intermedio hacila
el objetiva final: la desaparicién de las provincias, que
constituye un objetivo ideolégico, de momento inalcanzable,
Pero que ese declara irrenunciable" (Dictamen sobre las
proposiciones de Ley municipal y de régimen local y del

régimen provisional de la competencia de las diputaciones).
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Esta Ley también prevé que cuando el Consejo Ejecutive
presente el Proyecto de Ley para tramitar la conversién de
catalufia en wuna dunica provincia, simultaneamente ha de
presentar ptro proyecto de divisién de Catalufia en un minimo
de cinco regiones, para estructurar en base a las mismas la

administracién periférica de la Generalitat.

Probablemente los dnicos preceptos de la Ley que tienen
una clerta efectividad directa propia son los relativos al
Plan Onico de Obras y Servicios, en los que se obliga a las
diputaciones provinciales a instrumetar a través del mismo sus
inversicnes en materia de cooperaclén municipal. De este modo,
el complemento necesario de esta Ley seréd la que apruebe las
bases para la seleccién, la distribucién y la financiacién de

las obras y servicios a incluir en el Plan (10).

b) Ley 6/1.987, de 4 de abril, sobre la organizacién
comarcal de Catalufia

El objetivo de esta Ley es fijar el mecanismo a seguir
para el establecimiento de la nueva organizacioéon comarcal de
Catalufia, asi como regular la organizacién, régimen electoral,
competencias, funcionamiento y recursos de estas nuevas

entidades locales,

(10> Sera la Ley 23/1.987, de 23 de diclembre, por la que se
establecen los criterios de financiacién del Plan Onico de
Obras y Servicios de Catalufia y las bases para la seleccidn,
distribucién y financiacién de ias,obras y servicios a incluir

en el mismo.
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Para el establecimiento de la divisién comarcal, y habida
cuenta de los requisitos que exige la Ley reguladora de las
bases del régimen local, esta Ley prevé un tramite de consulta
a los municiplios, tomando como punto de referencia la Divisién
de 1.936, y una posterior aprobacién por Ley del Hapa
comarcal, si no se da un caso de rechazo mayoritario de los

ayuntamientoe (11,

Aparte de este mecanismo constituyente de la divisién
comarcal, la Ley regula, a lo largo de sus 47 articulos, los
temas de modificacibdn, creacién y denominacién de las
comarcas, o6rganos de la comarca, eleccién del consejo
comarcal, competenclas comarcales, I1nlciativa legislativa

comarcal y financiacién de las comarcas.

c) ley 7/1.987, de 4 de abril, por la cual se
establecen y regulan actuaciones piblicas especiales
en la conurbacién de Barcelona y en las comarcas

comprendidas dentro de su zona de influencia directa

El objeto principal de esta Ley de 29 articulos es el de
hacer efectivo el objetivo politico de mayor relieve de la
legislacién que comentamos: la supresién de la Corporacién
Metropolitana de Barcelona. Ahora bién, ademds de disponer la
supresién de la citada entidad local, esta lLey debe también
adoptar medidas para determinar quien asumird las funciones

que aquélla gestionaba.

(11) Esta consulta municipal tuvo lugar durante el verano de
1.987, y la divisién comarcal éevaprobé por Ley 22/1.987, de
16 de diciembre. Poco mas tarde, esta divisién era modificada

por la Ley 5/1.988, de 28 de marzo.
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Con esta finalidad, la Ley prevé un ambito regional,
definido por las comarcas del entorno inmediato de Barcelona,
micho mas extenso que el de 1la anterior Corporacién
Metropolitana, y en el cual la Generalidad debe ejercer
funciones de planificacién territorial, de planificacién del
sistema de transporte puablico de viajeros y de planificacién

hidréaulica.

Por otra parte, se crean dos entidades metropolitanas
distintas: una para gestionar los servicios de transporte
piblico de viajeros (formada por 18 municipios), y otra para
gestionar los servicios de abastecimiento y evacuacién del
agua y de tratamiento y eliminacién de residuos (formada por
33 municiplos). La Ley regula las competenclas, organizacidén y
recursos de estas entidades, asi como la participacién de

municiplos y comarcas en la actividad de las mismas,

Finalmente, se prevé el mecanismo a través del cual los
servicios y funciones de 1la Corporacién HMNetropolitana de
Barcelona habran de ser asumidos, segin los casos, por las
cltadas entidades metropolitanas, las comarcas, los municipios

o la Generalidad.,

d) Ley 8/1.987, de 15 de abril, municipal y de régimen
lacal de Catalufia

Esta Ley constituye el grueso (813 articulos) de la
legislacién catalana en materia de régimen local y
organizacién territorial. Es la Ley que desarrolla la
legislacién basica del Estado, integrando también, mediante
breves referencias genéricas, las disposiciones especiales en
materia de organizacién territafial realizadas por las otras

tres leyes que acabamos de cltar.



Unos pocos preceptos de esta Ley (articulos 32.1, 148.2,
en conexién con el 182 y el 287.2)

165.3, 168.3.c) y 181.a),
pan sido impugnados por el
Tribunal Constitucional, que

Gobierno del Estado ante el

todavia no ha resuelto el

correspondiente recurso.
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o.— EN RELACION CON EL MUNICIPIO

En la regulacién del municipio, la Ley 8/1.987, de 15 de
abril, municipal y de régimen local de Catalufia, sigue el
esquema de la Ley basica, reproduciendo la practica totalidad
de los preceptos que le afectan, si bien introduciendo algunos

elementos nuevos de cierta importancia.

Conviene insistir en los aspectos novedosos de este
régimen, porque es el que ha pasado mAs desapercibido del
conjunto de medidas sobre régimen local y organizacién
territorial adoptadas por la Generalidad. Efectivamente, al
lado de la supresién de la Corporacién MNetropolitana de
Barcelona, de la creacién de las comarcas y de la drastica
reduccién del papel de las provinclas, el tratamlento dado a
los municiplos se nos presenta como de absoluta continuidad.
Si bilen es cilerto que la Ley municipal de Catalufia no planteas,
ni mucho menos, una reforma drastica de la organizacién
minicipal, también 1lo es que introduce algunos elementos

novedosos que no es posible ignorar,

a) El mapa municipal

Catalufia es una de las comunidades del Estado espafiol
donde mAs acusado es el fenémeno del llamado minifundismo

municipal. Segun datos de 1,986 (12), hay en Catalufia 940

(12) De la publicacién "Xifres Catalunya", editada por la
Diputacién de Barcelona, en coiabpraoién con el Consorcio de
Informacién y Documentacién de Catalufia. La edicién consultada
es la correspondiente a 1.987., El Diario Oficial de la
Generalidad namero 1.101, de 2 de febrero de 1.989, ..../....
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municipios, de los cuales mas de una tercera parte (382)
tienen menos de 500 habitantes y bastantes mas de la mitad
(550), tienen menos de mil. Si damos crédito a las teorias
segin las cuales el tamafio minimo de un municipio debe ser de
cinco mil habitantes, de los 940 municipios catalanes, mas de
800 no alcanzan este minimo. Abundando en estas cifras, se
reproduce a continuacién un cuadro mis detallado, incluido en
un informe elaborado entre los afios 1.986 y 1.987, por encargo

del propio Departamento de Gobernacién de la Generalidad.

Tramos poblacién n2 Mun. n® acum. Poblacién Pobl., acum,
De 0 a 24 2 2 44 44
De 25 a 49 8 10 299 343
De 50 a 99 29 39 2.188 2,531
De 100 a 249 147 186 26,037 28.568
De 250 a 499 189 375 67.738 96,306
De 500 a 999 176 551 126,763 223. 069
De 1,000 a 2.499 170 721 269,154 492,223
De 2.500 a 4.999 91 812 318.075 810.318
De 5.000 a ©9.999 51 863 346,301 1.156.619
De 10.000 a 24.9990 A2 905 589,203 1.745.912
De 25.000 a 49.999 19 924 646.617 2.392.529
De 50,000 a 99,999 8 932 585.348 2.977.877
De 100,000 a 299,999 7 939 1,228,930 4,201,807
De mAs de 300.000 1 940 1.754.900 5,956,707

(13)
vv./v.. publica la lista de las denominacliones oficiales de

los municipios de Catalufia, de sus entidades de poblacién y de
las  entidades municipales descentralizadas (Orden del

Departamento de Gobernacién de 20 de diciembre de 1.988),

(13) El1 informe, titulado "Diagnéstico del Mapa ...... loviian
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A la vista de estos datos, parece conveniente plantearse
politicas racionalizadoras del mapa municipal de Catalufia, en
el sentido de restringir la creacién de nuevos municipios y
de adoptar medidas efectivas tendentes a la supresién de un
puen numero de ellos. Ya hemos visto que la legislacién
estatal basica asume, aunque sea tiblamente, esta orientacién
(pagina 848). El planteamiento de la Ley municipal de Catalufia
en este punto (articulos 11 a 23) responde moderadamente a las
citadas expectativas, aunque sin llegar a tomar medidas

gfectivas de racionalizacién del mapa municiapl.

En primer lugar, hay un planteamiento claramente
restrictivo  para la creacidén de  nuevas  municipios.
Efectivamente, por una parte el articulo 15 de la Ley
municipal, ademAs de reiterar la exigencia de los requisitos
de la Ley bésica para crear un nuevo municipio (aicleo
diferenciado, recursos suficlentes y no disminucién de la
calidad de los servicios), aflade una nueva condicién, que es
la de Jjustificar "que la segregacién comporta una mejora
objetiva en la prestacién de los servicios en el nuevo
municipio”. Por otra parte, el articulo 16 de la Ley Hunicipal
insiste en el reguisito de la capacidad de gestién y de la
suficiencia de recursos: "en ningdn caso se podra proceder a
la alteracién de términos si no se garantiza que, después de
la  alteracién, el municipio o los municipios afectados
dispongan de recursos suficientes para prestar los serviclos
minimos obligatorios establecidos por la legislacién de

régimen local". Si tenemos en cuenta estas dos condiciones

«++/... municipal de Catalufia", fue elaborado por Isabel Rueda
¥ otros colaboradores. Este mismo cuadro se reproduce en la
obra "Guia de Govern Lacal®, éditada por la Federacién de
Municipios de Catalufia en 1.087, Los datos del cuadro
Corresponden al censo de 1,981, si bilen no han variado

Substancialmente.
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adicionales, y se aplican con un rigor minimo, deberemos
concluir en que es bastante problematico, sino imposible, que

ge pueda constitulr un solo municipio nuevo en Catalufia (14).

En segundo lugar, cabe advertir que este rigor puesto en
evitar la creacién de nuevos municipios no estd tan claro a la
hora de adoptar medidas para la supresion de los existentes de
menor poblacién, capacldad o recursos. Ciertamente, la ley da
cobertura a posibles medidas del Goblerno de la Generalidad
para la supresién de municipios, pero no hay un mandato claro
an este sentido. Por una parte, el articulo 20 regula posibles
medidas de fomento para potenciar la fusién o la agregacién
voluntaria de municipios. Por otra, 51 estas medidas de

fomento no permiten llegar a los resultados esperados de

(14> De hecho, sin embargo, es del dominio piablico la
existencla en algunas poblaciones agregadas catalanas de
fuertes ©presiones para consegulir su reconocimiento como
nunicipio. En el caso de Salou, tal reconocimiento ha sido
obtenido por Sentencia del Tribunal Supremo (Sala tercera), de
fecha 30 de octubre de 1.989, si blen dicha Sentencla se dicta
en aplicacién de la normativa anterior, y en base a argumentos
de caracter fundamentalmente formal. Sin embargo, este
fenémeno ba llevado al Consejo Ejecutivo de la Generalidad a
intentar aumentar las dificultades e impedimentos para la
constitucién de nuevos municiplos; en este sentido, en la
sesién de 24 de abril de 1.990 de la Comisién de Goblerno
Local de Catalufia, el Consejero de Gobernacilén presenté un
texto de propuesta de anteproyecto de Ley, de modificacién de
la Ley municipal de Catalufla, con el fin de exigir Ila
intervencién del Parlamento para autorizar operaciones de
segregacién que den como resultaao,municipios de menos de dos

mil habitantes.
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capacidad municipal para la prestacién de los servicios de su
competencia, o blen tampoco se puede conseguir este "nivel
homogéneo en la prestacién de los servicios de competencia
municipal” mediante el apoyo de las comarcas o0/y de las
diputaciones, el articulo 21 de la Ley munlcipal prevé que en
estos casos el Gobierno de la Generalidad pueda "iniciar un
proceso de reforma de la organizacidén municipal en los ambitos
territoriales de Catalufia que lo requieran". En este caso, la
reforma del Mapa se ha de aprobar por Ley, y los municipios
que deban desaparecer seran sustituldos por entidades
minicipales descentralizadas, o blen por Oorganos de

?articipacién territorial.

Es evidente que el legislador parte del convencimiento de
que conviene suprimir un nimero significativo de municipios,
pero no acaba de tomar medidas efectivas en este sentido,
limitandose a dar cobertura a improbables inlcilativas

reduccionistas del Goblerno de la Generalidad.

De todos modos, no parece que las pretensiones reales del
legislador vayan mAs alla, pues en la misma exposicién de
motivos de la Ley municipal se muestra excéptico en relacién
¢on la bondad de los procesos Intensos de supresién de
municipios, y apunta el objetivo de suplir la falta de
capacidad de los pequefios ayuntamientos mediante la creacién
de consejos comarcales, que habrian de "permitir superar la
mayor parte de los pfoblemas de gestién de los municipios
Pequefios, con lo cual el principlo de eficacia, que es el que
estd en la base de la reforma, pueda encontrar en este caso
una solucién original sin necesidad de alterar el mapa

minicipal" (15),

(15) Esta es una opinién relativamente extendida en los
ambientes doctrinales y politicos catalanes. Por lo que se

refiere a los primeros, es de destacar que el "Informe .../...
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En cuanto al procedimlento a seguir para la alteracién de
términos municipales, el planteamiento de la Ley municipal es
el de resolver estos expedientes por Decreto si todas las
instituciones que han de participar en el mismo estan de
acuerdo en la solucién, o bien remitir la resoclucién al
parlamento, con 1o cual queda sobradamente a salvo el

principio de autonomia local.

Otro aspecto procedimental de interés es la creacidén de
una Comisién de Dellmitacién Territorial, formada por expertos
y representantes de las instituclones interesadas, con
funciones de consulta e informe en los tramites de alteracién
de términos municipales <(aparte de limites comarcales). La

institucién de esta filgura, asi como el planteamliento expuesto

v/, sobre la reforma de la administracién local® elaborado
por la Academia de Jurisprudencia y Legislacion de Catalufia,
gue gozé de una mAs que notable influencia, sefiala que ante la
importancia que tlene el ﬁmnicipio desde diversos puntos de
vista, "nos inclipamos por la conservacién de los existentes.
No sostenemos la via de la supresién y fusién forzosa de los
minicipios wmAs pequefios" (109), A nivel mAs politico, cabe
sefialar que al conocer la filosofia fomentadora de la
reduccién del nimero de municipios, expresada en el Documento
sobre la organizacién territorial y el régimen local de
Catalufia presentado por el Consejo Ejecutivo de la Generalidad
al- Parlamento en enero de 1.986, la Asociacién Catalana de
Hunicipios, entidad que agrupa los ayuntamientos gobernados
por Convergéncia i Unié, convocé un llamado “Congreso para la
defensa del pequefioc municipio", que se celebré en la primavera’
de aquel mismo afio, y al que se adherieron numerosos
representantes municipales; umna de 1las principales ideas
presentes en este Congreso era la de oponerse a la supresién

mAS o menos masiva de ayuntamientos.
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eon el parrafo anterior para la resolucién de los expedientes
de alteracién de términos municipales, contribuyen a que este
prgoedimiento se articule segan criterios de un considerable
rigor, lo cual no deja de ser exponente de la extraordinaria
importancia que se da en Catalufia a las cuestiones

relacionadas con la organizacién territorial.

b) La organizacién municipal

En materia de organizacién municipal y provincial, Ila
regulacién contenida en la legislacién basica del Estado
tarticulo 20 de la Ley 7/1.985, en relaclén con la
organizacién municipal) apenas dejaba lugar a una normativa
autondémica de desarrollo, pues en muchas cuestiones la Ley
basica encomendaba preferentemente su desarrolle a los
reglamentos locales, de modo que la aplicacién de la
regulacion autonémica seria sélo supletoria. Este
planteamiento fué impugnada por la Generalidad ante el
Tribunal Constitucional, que declararia inconstitucionales
aquellos aspectos de los articulos § y 20 de la Ley basica que
hicieran prevalecer los reglamentos organicos municipales por
encima de los preceptos, aun en materia de organizacién
municipal, de 1la legislacién comunitaria de régimen local

(165,

El legislador catalén es  consecuente con los
planteamientos que le llevaron a impugnar los preceptos de la
Ley basica citados en el parrafo anterior, y en la Ley
municipal y de régimen local de Catalufia introduce una clerta
regulacién de la organizacién municipal en desarrollo del

modelo de la legislaclén estatal basica, e invadiendo, por

(16) Sentencia del Tribunal Constituclonal de 21 de diciembre
de 1,989,
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ende, el espacio normativo que ésta reservaba prioritariamente
a los reglamentos organicos municipales., De este modo, la Ley
municipal regula la figura del grupo municipal, estableciendo
ia obligatoriedad de su institucidon en los municipios de mis
de veinte mil habltantes <(articulos 48 y 49), regula lag
competencias y modo de funcionar de la Comisién especial de
cuentas (articulo 56), declara obligatoria la existencla de
comisiones informativas en los municipios de mAs de veinte mil
habitantes y sefiala algunas normas para su organizaclén y
funcionamiento (articulo B7) y prevé y regula diversos érganos
municipales para articular la participacién ciudadana y la

descentralizacién del ayuntamiento (articulos 58 a 62),

En suma, la legislacién catalana de régimen local regula
un modelo de organizacién municipal bastante mis desarrollado
que el previsto en la legislacién basica, y lo hace en
detrimento del ambito de autoorganizacién  municipal
garantizado por la Ley 7/1.985; en consecuencla, esta opcién
del legislador catalds, en el momento de su promulgacién, se
hallaba en contradiccién con los cltados criterios de la Ley
bésica; sin embargo, como ya se ha sefialado, el Tribunal
Constitucional acabaria avalando su legitimidad. Por regla
general, las normas adiclonales sobre organizacién municipal
contenidas en la Ley municipal de Catalufia, y cltadas en el
parrafo anterior, comparten el objetivo de potenciar los
derechos de las oposiclones municipales en el funcionamiento

interno de los ayuntamientos medianos y grandes.
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3,— EN RELACION CON LA COMARCA

La previsién y desarrollo normativo de un nivel de
organizacién comarcal es probablemente el aspecto mas novedoso
de la legislacién catalana sobre régimen local y organizacién
territorial, y el que sin duda tendrd una mayor trascendencia
innovadora. Recordemos que la organizaciéon comarcal de
Catalufia viene ilmpuesta por asi disponerlo el articulo 5 del
Estatuto de Autonomia, y tengamos también en cuenta que en la
medida que se atribuya a la comarca naturaleza de entidad
local, le serad también de aplicacién lo dispuesto en el
articulo 42 de la Ley reguladora de las bases del régimen

local.

Segin el articulo 81 de la Ley municipal y de régimen
local de Catalufla, "la comarca se constituye como una entidad
local formada por la agrupaclén de municipios contiguos, que
tiene personalidad Juridica propla y plena capacidad vy
autonomia para el cumplimiento de sus fines". Por otra parte,
segin el articulo 82 de la misma Ley, las finalidades de la
comarca son bAsicamente de tres tipos: realizar actividades y
prestar serviclos de interés supramunicipal, asegurar la
prestacién de los servicios municipales minimos y ejercer

competencias municipales.

Coma vemos, el legisladar catalan contempla a la comarca
exclusivamente como entidad  local, y  pensando  que
fundamentalmente deberd asumir el ejercicio de funciones hasta
ahora encomendadas a los municipios; de este modo, la
institucionalizacién de la comarca en Catalufia se nos
Presenta, ademids de como el qumplimientu de un imperativo
estatutario, también como una via de intentar superar las
limitaciones de capacidad de gestién de unos municipios

excesivamente pequefios, sin necesidad de proceder a una
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drastica reforma del mapa municipal. En este sentida, podemos
leer en la expnsicién de wmotivos de la Ley sobre la
organizacién comarcal de Catalufia: "sélo con la naturaleza
1ocal es posible que la comarca sirva de elemento modernizador
de nuestra administracién local, en la medida que ha de servir
de elemento potenciador de la capacldad de gestion de los
mniciplos. De este modo, la comarca se presenta como un

elemento indirecto de reforma de la estructura municipal de

puestro pais* (17),

(17) Esta funcionalidad general de la comarca ya era puesta de
relieve por el "Informe sobre la reforma de la administracién
local® elaborado por la Academia de Jurisprudencia y
Legislacién de Catalufia, el cual, tras oponerse a la via de
supresién y fusién forzosa de las municipios pequefios,
defendia para los munlciplios un papel wmhs de caracter
representativo, que como gestores de servicios, indicando que
*éstog (los serviclos) deberan desplazarse hacia el organismo
comarcal, el cual asumiria en general la responsabilidad de la
direccién y de la gestidén de las obras y servicios de caracter
local® (199). Que la institucionalizacién de la comarca en
Catalufia, en 1.987, responde a este planteamiento, se pone
claramente en evidencia en el comentario siguiente de Antoni
Bayona, gue tras explicitar la renuncia, por parte de los
proyectos de ley de régimen local y organizacién territorial
de Catalufia que comentamos, a una reforma del mapa municipal,
afirma: “la reforma podria llevarse a cabo de una manera
indirecta, aprovechando el proceso de comarcalizacién que
prevé el Estatuto ... La utilizacién de esta via ha de suponer
concebir la comarca como un elemento de reforma y

modernizacién del goblerno -local ..." ("L'organitzacié

territorial de Catalunya: marc juridic 1 propostes", pagina
29,
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Ademas de esta incidencia en relacién con las
competencias municipales, la institucionalizacién de la
comarca que se hace en Catalufia ha de tener importantes
ofectns en relacién con el papel y las atribuciones de las
diputaciones provinciales. Recurriendo otra vez a la
Exposicién de Motivos de la Ley sobre la organizacién comarcal
de Catalufia, vemos que se nos dice que "la creacién de la
comarca debe repercutir forzosamente sobre el actual contenido
de competencias de las diputaciones", en el sentido de
“replantear las funciones de asistencia a los municipios y de
cooperacién con éstos, ya que es evidente que la comarca, por
razén de su mayor proximidad, ha de constituir la primera
plataforma de acceso que han de tener los municiplos”.
Recordemos, en este mismo sentido, la prioridad que la Ley
municipal de Catalufia da a la comarca, por delante de la
diputacién provincial, en las funciones de suplencia en la

prestacién de las obligaciones municipales minimas.

En resumen, el sentido general que atribuye a la comarca
la legislacién catalana sobre régimen local y organizacion
territorial, especialmente la Ley 6/1.987, de 4 de abril,
sobre la organizacién comarcal de Catalufia, es de entidad
local de naturaleza territorial, con autonomia plena, y que se
Justifica en la doble finalidad de gestionar los intereses
proplos de su é&mbito territorial, y de complementar las
capacidades de gestién de las competencias y servicios

municipales,

Para el cumplimiento efectivo de estas finalidades, la
Institucionalizacién de la comarca requiere casi
inevitablemente un +trasvase a su favor de competencias
municipales y  provincilales; en otras  palabras, la
consolidacién de las comarcas en Catalufia ha de ser a costa
del debilitamiento de diputaciones provinciales y de
ayuntamientos. En el opréximo capituloc apalizaremos las

competencias comarcales y su relacién con las municipales y

- 902 -



Provinciales. Pasemos ahora a estudiar los aspectos generales

de la organizaclén comarcal que se establece en Catalufia a

partir de 1.087.

a) El mapa comarcal

Al  tratarse de un ndvel nuevo de organizacién
territorial, lo primero que hay que decidir en relacién con
las comarcas es cudles son éstas, es decir, qué limites
contiene el mapa comarcal. 81 tenemos en cuenta la
extraordinaria diversidad de propuestas de divisién comarcal
de Catalufia que se formularon durante las Gltimas décadas del
siglo XIX y las primeras del XX, asi como las dificultades con
que se encontré la Ponencia que elaboré el Mapa comarcal de
1.936, tal como hemos visto en el primer capitulo de esta
tercera parte, estaremos de acuerdo en que esta cuestién no es
precisamente baladi, sino que, por el contrario, puede

presentar graves dificultades.

Lo primero que es preciso indagar es si hay un concepto
preciso de comarca en la Constitucién, el Estatuto de
Autonomia o las leyes. Ya hemos visto que el llamado blogue de
constitucionalidad habla de las comarcas, pero en ningin
momento precisa, como es normal por otra parte, qué debemos
entender por ellas. La dnica aproximacién al concepto de
comarca que encontramos en el articulo 42 de la Ley reguladora
de las bases del régimen local se limita a hablar de ella como
de agrupacién de municipios, "cuyas caracteristicas determinen
Intereses comunes precisados de una gestién propia o demanden
la prestacién de servicios de dicho Ambito"; como es obvio, es
una formulacién demasiado ambigua como para que sea util a los
efectos de determinar en bése a.la misma un Ambito territorial

Preciso para las comarcas.
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por su parte, la Ley sobre la oarganizaclén comarcal de
Catalufia establece unos criterios generales que deben orientar
esta divisién; segin el articulo 2 de la citada Ley, estos
criterios  generales deben  asegurar que los ambitos
territoriales resultantes del proceso de establecimiento de la
divisién comarcal han de: a) “"coinclidir con los espaclos
geograficos en que se estructuran las relaciones basicas de la
actividad economica; b) "agrupar municiplos con
caracteristicas soclales e histéricas comunes" y c¢) "ser los
mhs adecuados para hacer efectivos los principlos de eficacia,
de descentralizaclén y de participacién en la prestacién de
lps eervicios piablicos"®. Como podemos ver, se trata de
criterios excesivamente genéricos y cuya razén de ser es mas
retérica que pensada realmente para definlr en base a los

nismos un determinado mapa comarcal.

A esta ausencla de criterios legales precisos para
orientar el disefio de un nuevo mapa comarcal, hay que afladir
unpa clerta falta de consenso soclal, cultural y politico;
acerca de qué cabe entender por comarca y, sabre todo, acerca
de cuadles son las comarcas en que se estructura Catalufia en
los 1.980. Por una parte, es indudable que una parte
gignificativa de las comarcas de la divisién de 1.936 ha
ganado un considerable nivel de aceptacién popular y de
credibllidad cientifica, de modo que no se cuestionaria su
continuidad. Pero no es asi en todos los casos, pues la
evolucién econémica y demografica de Catalufia en los dltimos
cincuenta afios ha modificado sensiblemente la vertebracién del

territorio en muchas zonas (18), de modo que han aparecido, en

(18) Asi puede constatarse en el siguiente cuadro, en el que
Se compara la poblacién que tiene cada comarca en 1.930 y en
1.986:
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2R AT N VAN YA A S Y N & looidy.

COMARCA SUP.EN POBLACION CRECINMIENTO
K2 (%) 1.930¢%%) 1.986(%) ABSOLUTO EN %

Alt Camp 548 30,083 33.757 + 2,774 4+ 8,9
Alt Emporda 1.342 66.542 85,196 + 18.684 + 28,-~
A1t Penedés 516 45,476 65.601 + 20.125 + 44,2
Alt Urgell 1.447 16,504 18,867 - 637 - 3,2
Anoia 893 41.0645 78.013 + 36,068 + 85,9
Bages 1.2095 89,588 150,287 + 60.699 + 67,7
Baix Camp 674 60.809 123.324 + 62.815 + 102,8
Baix Ebre 1.037 57.751 67.847 + 10,096 + 17,4
Baix Empordad 700 54,069 82.470 + 28,401 + 52,5
B. Llobregat 474 78.567 519.232 + 440.665 + 560,8
Balx Penedés 264 15,743 32.547 + 16,804 + 106,7
Barcelonés 155 1,112,597 2,435,775  +1.323.178 + 118,9
Bergueda 1.182 35,712 40.746  + 5.034 + 14,-
Cerdanya 546 9,666 12,239+ 2.573 + 26,6
Con., Barbera 638 24,946 18.279 - 6,667 - 26,7
Garraf 261 28,997 73.016 + 44.019 + 151,8
Garrigues 840 31.437 22.404 - 9.033 -~ 28,7
Garrotxa 734 40,090 45,162  + 5.072 + 12,6
Gironés 838 72,171 142.7486 + 70.B7% + 97,7
Haresme 397 99,467 260.241 + 160.774 + 170,86
Hontsia 660 39,639 50.513 + 10.874 + 27,4
Noguera 1.841 44,711 45,034  + 323 + 0,7
Osona 1,191 70,849 111,758 +  40.906 + B7,7
Pallars 7J. 1.717 19,447 17.437 - 2,016 - 10,3
Pallars 8. 1,355 10,089 5.464 - 4,625 -~ 45,8
Priorat 517 18.364 10.161 - 8,203 - 44,6
Ribera 825 27,365 23.638 - 3.727 - 18,6
Ripolleés 1,031 33, 745 32,086 - 1,650 - 4,0
Segarra 720 22,928 17.085 - 5.843 - 25,4
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Segrié 1,469 51,899 170.658 + 78.759 + 85,7
Selva 9095 48.926 80,780 + 40.8%54 + 83,5
Splsonés 972 11.264 10.661 - 603 - 5,3
Tarragonés 345 50,397 149,516 + 98,119 + 194,6
Terra Alta 740 21.495 13.443 - 8.052 - 37,5
Urgell 679 35.881 35,832 - 549 -~ 1,8
Yall d'Aran 620 7.201 6.034 - 1.167 - 16,2
Vallés Oc. 619 134,074 626,303 + 488.229 + 364,1
Yallés Or, 814 60,472 224,780 + 164.8308 + 271,7

TOTAL CAT. 31.8095 2.774.806 5.956.429 +3.181.623 + 114,6

(#) Datos contenidos en la publicacién “"Xifres. Catalunya®,
editada por la Diputacién de Barcelona, en colaboracion con el
Consorcio de Informacién y Documentacién de Catalufia, en

1.987.

(##) Datos contenidos en la publicacién de J.M. Urgell, “"Nova
ordenaci¢  territorial, politica i administrativa de

Catalunya".

Podemos ver como muchas de las comarcas, precisamente las
menos pobladas en los afios 1.930, han perdido poblacién,
mientras que otras han multiplicado la suya por varias veces.
51 ya en el mapa de 1.936 era probablemente dificil pensar en
una misma utilidad para comarcas tan distintas, mucho mis lo
sera en 1.987. También el "Informe sobre la reforma de
l'administracié local" elaborado por la Academia de
Jurisprudencia y Legislacién' de Catalufia subraya los
lmportantes cambios demograficos acaecidos en la estructura

comarcal de Catalufia entre 1.936 y 1.976 (paginas 19% a 197).
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ese periodo, numerosas propuestas de nueva organizacién
territorial de Catalufia, distintas a la divisién en comarcas y
regiones, de 1.936 (19), si bien es clerto que tampoco faltan

autores que defienden la vigencia de aquella divisién (20),

En este contexto de ambigiiedad legal y de incertidumbre
cientifica y soclo-cultural acerca de cudles deben ser los
1imites de las nuevas comarcas, la Ley sobre la organizacién
comarcal de Catalufia opta por partir de la Divisidén comarcal
de 1.936, a la que modificard parcialmente una vez llevada a
cabo la consulta municipal requerida por el articulo 42 de la
Ley Dbasica de régimen local. Analicemos brevemente el
procedimiento previsto por los articulos 4, 5 y 6 de la Ley de
organizacién comarcal de Catalufia para el establecimiento del

mapa comarcal.

En primer lugar, la Ley sobre organizacién comarcal de
Catalufia dispone que se lleve a cabo una consulta a los

ayuntamientos, acerca de su adscripcién a la comarca

(19) Da una idea de 1la cantidad, y entidad, de estas
propuestas la exhaustiva seleccién de las mismas que contiene
el volumen preparado por Enric Lluch y Oriol Nel.lo, "El debat
de la divisié territorial de Catalunya (1.939-1,983)".

(20) Es el caso de Tomds Pou i Viver, para quien "las comarcas
catalanas de 1.936 gozan de una aceptacién notable, en parte
tal vez inmerecida porque no demﬂsfraron su operatividad, ya
gue: - no fueron destinatarias de competencias ejecutivas
auténticas, Pero el hecho cierto es que hoy adn son
reivindicadas y muchos se sienten identificados con ellas,
Esta realidad no se puede olvidar y me inclino a defenderla,
como  instrumento para superar la pequeflez de muchos
municipios® ("E1 nivell comarcal en 1'organitzacié

territorial", pagina 257).
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